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COMENTARIO A LA SENTENCIA DEL TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL ROL 2731 – 2014 (CONTROL PREVENTIVO 
AL PROYECTO DE LEY QUE CREA EL ADMINISTRADOR 
PROVISIONAL)

Constanza Salgado Muñoz1

Introducción
El 26 de noviembre de 2014 el Tribunal Constitucional dictó, sin duda alguna, 
una de sus sentencias más importantes, hasta la fecha (Rol 2731-2014). En 
ella, el Tribunal Constitucional rechazó, de modo absoluto, el requerimiento 
que un cuarto de la Cámara de Diputados presentó para que declarase la in-
constitucionalidad del proyecto de ley que crea el administrador provisional y 
administrador de cierre de instituciones de educación superior (en adelante, 
“proyecto de ley”)2.

La dictación de esta sentencia deriva de una de las competencias más pro-
blemáticas que la Constitución Política atribuye al Tribunal Constitucional: el 
control preventivo voluntario, o previo requerimiento, es decir, el control de 

1	 Licenciada en Ciencias Jurídicas y Sociales, Universidad de Chile (2009), Magister en Derecho, Pon-
tificia Universidad Católica de Chile (2013). Profesora de Derecho de la Universidad Adolfo Ibáñez. 
Dirección de correo electrónico, constanzasalgadom@gmail.com o constanza.salgado@uai.cl.

2	 La generalidad de las impugnaciones fue rechazada por 6 votos contra 4. Sin embargo, las impug-
naciones a los artículos 3, 10, 11 y 13 letra (a) inciso segundo son rechazadas por 5 votos, con el voto 
dirimente del Presidente del Tribunal Constitucional, Carlos Carmona Santander. Por el rechazo del 
requerimiento votan los ministros Carlos Carmona, Hernán Vodanovic, Francisco Fernández, Gonzalo 
García, Domingo Hernández. Por acoger el requerimiento votan las ministras Marisol Peña, María 
Luisa Brahm y los ministros Raúl Bertelsen, Iván Aróstica. Juan José Romero se suma generalmente a 
la mayoría que está por rechazar, y en algunas ocasiones está por acoger, pero solo cuando se trata de 
los artículos 3, 10, 11 y 13 letra (a) inciso segundo del Proyecto de Ley. En el caso de estos artículos, en 
que hay empate entre los ministros que están por acoger el requerimiento y los que están por rechazar-
lo, es el voto del Presidente del Tribunal, el ministro Carlos Carmona, quien inclina la balanza hacia el 
rechazo de la impugnación de los mismos. El carácter dirimente del voto del Presidente se funda en el 
artículo 8 letra (g), que establece que son atribuciones del Presidente “dirimir los empates, para cuyo 
efecto su voto será decisorio, salvo en los asuntos a que se refieren los números 6° y 7° del artículo 93 
de la Constitución Política”.
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constitucionalidad que realiza el Tribunal Constitucional antes de que entre 
en vigencia la ley, en caso de que un número de parlamentarios o el Ejecutivo 
consideren, fundadamente, que contiene normas inconstitucionales3.

En el presente caso, esta competencia se origina por el requerimiento de 
31 Diputados que solicitaron la declaración de inconstitucionalidad de un sin-
número de artículos del proyecto de ley que crea el administrador provisional.  
El requerimiento, en primer lugar, impugnaba todo el proyecto por no cumplir 
con los quórums de aprobación requeridos, que según los requirentes, eran 
de ley orgánica constitucional. En segundo lugar, el requerimiento solicitaba 
la declaración de inconstitucionalidad de diez disposiciones legales. Sin em-
bargo, como se dijo, el requerimiento fue rechazado totalmente: ninguna de 
las alegaciones interpuestas por los Diputados fue acogida por el Tribunal. 
De esta forma, un mes después de la sentencia de rechazo, el proyecto de ley 
pudo transformarse en la Ley N° 20.8004.

1. Brevemente, sobre el control preventivo
El control preventivo de constitucionalidad que realiza el Tribunal Constitu-
cional es el último “enclave” o “trampa” constitucional, es decir, es el último 
recurso que la Constitución Política de 1980 contempla para neutralizar la 
expresión institucional del pueblo. En efecto, los enclaves o trampas tienen 
como propósito dar “al proceso político una forma cuyo fin es neutralizar la 
agencia política del pueblo”5, lo que significa entorpecer el proceso de creación 
de la ley a través de reglas contramayoritarias. El control preventivo es el últi-
mo enclave dado que opera, precisamente, cuando ya han fracasado (o no han 
podido operar) los dos anteriores: el sistema binominal y las leyes que exigen 
quórums de aprobación superiores a la mayoría. La forma de operar es por 
la vía de intervenir en el proceso de formación de la ley, antes de que sea dic-
tada, declarando su inconstitucionalidad e impidiendo, parcial o totalmente, 

3	 El proyecto de ley en cuestión ya había pasado todos los trámites legislativos exigidos por la Constitu-
ción al Congreso Nacional y estaba siendo enviado a control obligatorio de constitucionalidad (93 N° 
1 Constitución Política), en virtud de que los artículos 19, 20 y 21 se habían declarado materia de Ley 
Orgánica Constitucional. 

4	 La ley fue publicada en el diario oficial, con fecha 26 de diciembre de 2014.

5	 Atria, Fernando, La Constitución Tramposa, (LOM), 2013, p. 45. En el mismo párrafo, más adelante, 
Atria señala espléndidamente que el sentido de los “enclaves” o “trampas” es que “inmunizaban lo 
que para el proyecto político de la dictadura era importante: hacer imposible que dicho proyecto fuera 
afectado por decisiones políticas democráticas, salvo cuando se trataba de reformas o modificaciones 
que fueran aprobadas por los herederos de la dictadura. La propia metáfora utilizada por Guzmán lo 
traiciona: cuando las reglas definen la cancha de modo tal que, de hecho, solo un equipo puede ganar, 
pase lo que pase, no hay mejor manera de describirlo que decir que se trata de reglas tramposas”.
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su nacimiento a la vida jurídica6. Por supuesto, el Tribunal Constitucional 
puede ser más o menos deferente con el legislador en el ejercicio de esta 
competencia, lo que atenúa o agrava el problema que esta atribución supone7. 
Algo análogo puede decirse respecto de quienes ostentan legitimación activa 
para requerir. La tendencia, no obstante, ha sido ejercer dicha legitimación (o 
amenazar con ejercerla) cada vez que la minoría o un grupo de ella no está de 
acuerdo con la decisión que alcanzó la mayoría8.

2. El Proyecto de Ley impugnado

El proyecto de ley impugnado fue enviado por el Ejecutivo al parlamento para 
su tramitación, con fecha 5 de mayo de 2014. El objetivo del proyecto de ley 
enviado, pese a que sufrió modificaciones a lo largo de su tramitación legis-
lativa, era dotar a la administración de facultades y competencias para poder 
enfrentar de la mejor forma las situaciones en que peligra la existencia de las 

6	 Por supuesto, no es necesario que el Tribunal Constitucional revise, en los hechos, el proyecto de ley 
impugnado. Basta con que exista la posibilidad de llevar el asunto a este Tribunal. La impugnación ante 
el Tribunal Constitucional opera, entonces, como una amenaza que obliga a la mayoría a transar con la 
minoría de tal forma que el proyecto no sea revisado por el Tribunal.

	 Esto, por ejemplo, fue lo que ocurrió con la reforma a la salud, que creó el Plan Auge. La propuesta 
original del gobierno del Presidente Ricardo Lagos básicamente, era la creación de un Fondo de Com-
pensación Solidario, que establecía un conjunto de subsidios cruzados en función de riesgos, que por 
tanto integraba de manera limitada y restringida el sistema público con el privado. La consecuencia 
era que parte de las cotizaciones de quienes contrataban con las Isapre tendrían que destinarse a este 
fondo común. Esta propuesta, sin embargo, no llegó muy lejos ante el rechazo rotundo de algunos 
senadores de derecha, los cuales señalaron que “desviar parte de la cotización a la formación del Fondo 
de Compensación Solidario puede adolecer también de inconstitucionalidad, en la medida en que se priva 
a los cotizantes de una parte de la cotización que les pertenece”. En base a ese argumento, el senador 
Alberto Espina señaló que “en vista de las dudas sobre la constitucionalidad que pesan sobre los artícu-
los del proyecto que regulan el Fondo de Compensación Solidario y la Prima Universal”, se abstendría 
en la votación de los mismos y que parlamentarios de su sector recurrirían al Tribunal Constitucional 
para que dilucidara estos puntos. Frente al riesgo de que esto sucediera y que de esa forma la gran 
reforma sanitaria se viera entrabada por la propuesta de este fondo solidario, el gobierno de la época 
negoció con la oposición eliminar dicho fondo, a cambio de la aprobación de los restantes aspectos del 
proyecto.

	 Algo similar a esto sucedió con la Reforma Tributaria que se tramitó el 2014 y que terminó en la Ley N° 
20.780: frente al riesgo de que fuera impugnada y llevada ante el Tribunal Constitucional, corriendo el 
riesgo de demorar la tramitación y eventualmente que dicho Tribunal la declarase inconstitucional, el 
gobierno acordó con la oposición importantes modificaciones al proyecto original.

7	 Esto de alguna forma implica adoptar un principio de presunción de constitucionalidad de los actos 
legislativos. De acuerdo a este principio, el Tribunal Constitucional ante la duda, en vez de sustituir la 
voluntad legislativa ha de presumir que dicha voluntad se adecúa a la Constitución, toda vez que dicha 
voluntad ha emanado de un largo proceso de deliberación democrática.

8	 Esto último es especialmente evidente cuando se trata de reformas “importantes”, como por ejemplo, 
las que modifican reglas impuestas por la dictadura. Esto es lo que, por ejemplo, la Unión Demócrata 
Independiente ha dicho que ocurrirá con la reforma educacional al sistema escolar y con la reforma al 
sistema binominal.
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instituciones de educación superior, y con ello, el proceso de formación edu-
cativa de miles de estudiantes.

Hasta antes de la Ley N° 20.800 el Ministerio de Educación solo podía 
intervenir cuando ya era demasiado tarde, y con atribuciones que tenían la 
capacidad de provocar tanto daño, que se hacía improbable su utilización. En 
efecto, el Ministerio de Educación solo contaba con la facultad de revocar el 
reconocimiento oficial (véase el apartado siguiente), pero no tenía facultades 
para intervenir ni ir en ayuda de las instituciones de educación superior con 
el objeto de salvar el proyecto educativo, o bien terminarlo, pero de manera lo 
menos dramática posible. De esta forma, la Ley N° 20.800 fortalece el marco 
regulatorio de las instituciones de educación superior, en lo relativo al cum-
plimiento de los requisitos que permiten mantener el reconocimiento oficial, 
y le entrega a la administración ciertas facultades que le permitan intervenir 
provisionalmente en las instituciones que presentan severos problemas y que 
arriesgan la revocación de su reconocimiento estatal.

2.1. Antecedentes
La Ley N° 20.370 General de Educación (refundida y sistematizada en el DFL 
N° 2 de 2009 del Ministerio de Educación) garantiza a los privados la posibili-
dad de llevar a cabo proyectos educativos formales e informales. En educación 
superior, dicha ley regula los requisitos que han de cumplir aquellos proyectos 
para transformarse en instituciones educacionales amparadas y reconocidas 
por el Estado. En efecto, cuando la libertad de enseñanza pretende institucio-
nalizarse a través de la creación de universidades, institutos profesionales y 
centros de formación técnica9 ha de contar, por mandato constitucional del 
artículo 19 N° 11 inciso final10, con autorización estatal que acredite que los 
proyectos educativos que estas instituciones esperan ofrecer, son proyectos 
mínimamente serios y perdurables en el tiempo11. La autorización estatal de 
funcionamiento que permite a los particulares ejercer la libertad de enseñan-
za a través de estas instituciones se denomina reconocimiento oficial, que el 
artículo 45 de la Ley N° 20.370 define como “el acto administrativo en virtud 

9	 Estos son los tres tipos de instituciones de educación superior que el artículo 52 del DFL N° 2 declara 
que el Estado reconocerá oficialmente.

10	 Indica que una ley orgánica constitucional “establecerá los requisitos para el reconocimiento oficial de 
los establecimientos educacionales de todo nivel”.

11	 Los requisitos para dicho reconocimiento están definidos en los artículos 61 (para el caso de las Univer-
sidades), 72 (para el caso de los Institutos Profesionales) y 79 (para el caso de los Centros de Formación 
Técnica).
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del cual la autoridad confiere a un establecimiento educacional la facultad de 
certificar válida y autónomamente la aprobación de cada uno de los ciclos y 
niveles que conforman la educación regular, y de ejercer los demás derechos 
que le confiere la ley”12.

Ahora bien, el reconocimiento oficial no es perpetuo, en la medida en que 
las instituciones de educación superior deben mantener las condiciones que 
la ley les exigió para autorizar su funcionamiento. Esto se traduce en que 
siempre es posible que la Administración (el Ministerio de Educación, con 
acuerdo del Consejo Nacional de Educación) revoque dicho reconocimiento, 
si es que la institución (a) no cumple con sus objetivos estatutarios; (b) realiza 
actividades contrarias a la moral, al orden público, a las buenas costumbres 
y a la seguridad nacional; (c) incurre en infracciones graves a sus estatutos; 
o (d) deja de otorgar títulos profesionales de aquellos que requieren haber 
obtenido previamente el grado de licenciado13. Nótese, en todo caso, que las 
condiciones para el otorgamiento del reconocimiento oficial fueron conside-
radas conformes a la Constitución cuando el Tribunal Constitucional ejerció 
su control preventivo obligatorio14. Lo mismo puede decirse de las causales 
que la ley contempla para su revocación.

Sin embargo, el problema del sistema recién descrito, que opera sobre la 
base del reconocimiento/revocación, es que la Administración no contaba con 
atribuciones explícitas para fiscalizar el cumplimiento de las instituciones de 
educación superior de todas estas obligaciones que la ley exige para su funcio-
namiento (por ejemplo, fiscalizar que efectivamente no lucraran)15. Y no solo 
para fiscalizar dicho cumplimiento, sino que para intervenir las instituciones 

12	 El Tribunal Constitucional en un extenso considerando en su sentencia, explica qué tipo de acto admi-
nistrativo es el reconocimiento oficial. Según el Tribunal Constitucional se trata de una autorización de 
funcionamiento “toda vez que queda sujeta a una intensa fiscalización, quedando expuesto incluso a 
la revocación, si incumple los supuestos que llevaron a su otorgamiento”. Tribunal Constitucional, Rol 
2731-14, sentencia de fecha 26 de noviembre de 2014, considerando 11°.

	 Como señala el Tribunal Constitucional, por una parte se trata de un título habilitante, pues solo en 
virtud de ella puede llevarse a cabo la actividad en cuestión. Por la otra, es un título constitutivo, en el 
sentido que establece las condiciones conforme a las cuales ésta actividad ha de realizarse.

13	 Artículo 64 del DFL N° 2 de 2009.

14	 Tribunal Constitucional, Rol 102-90, sentencia de fecha 27 de febrero de 1990. De esta forma, la pro-
hibición de lucro por parte de las universidades es una condición perfectamente constitucional, ya que 
fue revisada sin que el Tribunal Constitucional objetara su constitucionalidad. 

15	 Este fue un punto que se discutió al momento de la acusación constitucional al Ministro de Educación 
Harald Beyer, en 2013. Esto porque uno de los capítulos de la acusación era, precisamente, no haber 
fiscalizado durante su gestión que las universidades efectivamente no lucraran. El Ministro Beyer se 
defendió de esta acusación señalando que carecía de atribuciones para fiscalizar que las universidades 
cumplieran con la ley (y por supuesto, con su obligación legal de no lucrar).
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en crisis (la mayoría de las veces originada por sus incumplimientos), ya no 
con el fin de revocar su autorización de funcionamiento, sino con el objeto de 
salvarlas, ayudando de esta forma a los estudiantes a continuar sus estudios y 
acceder, finalmente, a sus títulos. Sin estas facultades y atribuciones, la Admi-
nistración siempre llegaba tarde: solo podía revocar el reconocimiento oficial,  
pero no podía intervenir las instituciones en crisis ni evitar que se desatara, 
y cuando estallaba la crisis, la única herramienta que le quedaba a la Admi-
nistración era la revocación del reconocimiento estatal y la cancelación de la 
personalidad jurídica de la universidad en conflicto.

La situación concreta que dejó al descubierto estas deficiencias, en espe-
cial, la incompetencia de la Administración para enfrentar, de una manera 
proporcional y razonable, la complejidad de la situación de una institución de 
educación superior que no está cumpliendo con las condiciones que hicieron 
posible su autorización de funcionamiento, fue la grave crisis que se desató 
en la Universidad del Mar, la que derivó finalmente en la revocación de su 
reconocimiento oficial16.

2.2. El Administrador Provisional y el Administrador de Cierre
En vista de esas deficiencias, que indudablemente afectan principalmente a 
los estudiantes de las instituciones incumplidoras y en crisis, el proyecto de 
ley crea y regula la figura del Administrador Provisional (y el Administrador 
de Cierre) de instituciones de educación superior, con el objeto de solucionar 
los serios problemas detectados en el interior de alguna de ellas, para de esta 
forma proteger los derechos de sus estudiantes.

Como el Tribunal Constitucional constata, la figura del administrador pro-
visional no es nueva en nuestro ordenamiento, ya que existe tanto en em-
presas que operan bajo la modalidad de contratos administrativos, como en 
otras que operan bajo régimen de autorización17. La razón de su existencia 

16	 Con el acuerdo del Consejo Nacional de Educación, el Ministerio de Educación (a través del Decreto 
N° 17, de fecha 5 de febrero de 2013) revocó el reconocimiento oficial y canceló la personalidad jurídica 
de la Universidad del Mar, ya que concurrían determinadas causales que autorizaban la adopción de 
dicha medida por parte del Ministerio. En efecto, de acuerdo al Decreto N° 17, la Universidad del Mar 
incurrió en las causales establecidas en las letras a) y c) del artículo 64 del DFL 2 de 2009, esto es, 
incumplir sus objetivos estatutarios y cometer infracciones graves a sus estatutos.

17	 Como señala exhaustivamente el considerando segundo, la figura del administrador está presente en 
empresas sujetas a contratos administrativos (existe en materia eléctrica, en materia sanitaria, en ma-
teria de concesiones de obras públicas, en materia de transporte público de pasajeros) y en empresas 
sujetas a autorización (Bancos, AFP, Isapres, en establecimientos educacionales de enseñanza básica 
y media). Tribunal Constitucional, Rol 2731-14, sentencia de fecha 26 de noviembre de 2014, conside-
rando 2°.
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es “resguardar los intereses de terceros ajenos a los dueños de las empresas 
afectadas”18 en una situación de crisis, “con el propósito de intentar corregir 
lo que los dueños no pueden llevar a cabo, porque tienen conflictos entre sus 
intereses de propietarios y los derechos de los terceros”19. La intervención 
administrativa a través de esta figura es, indudablemente, una medida que el 
legislador ha considerado necesaria y a la vez razonable, cuando se trata de 
empresas y entidades que prestan servicios cuya interrupción puede afectar 
de manera importante el interés público.

3. El requerimiento y las normas impugnadas

Como sistematiza el Tribunal Constitucional en su sentencia, los diputados 
realizan 11 impugnaciones al proyecto de ley. Se trata, básicamente, de una 
impugnación de carácter general a la totalidad del proyecto, más diez impug-
naciones a las siguientes disposiciones del proyecto de ley: artículo 3 inciso 
segundo, artículo 4 letra b), artículo 5, artículo 6, artículo 10, artículo 11, artí-
culo 13, artículo 17, artículo 20, artículo 29 N° 1 letra f).

Según los requirentes, el conjunto de dichas disposiciones afectaría las si-
guientes garantías constitucionales: la autonomía de los cuerpos intermedios 
(artículo 1 inciso 3), el debido proceso (artículo 19 N° 3 inciso 6), la inviolabi-
lidad del hogar y de toda forma de comunicación privada (artículo 19 N° 5), la 
libertad de enseñanza (artículo 19 N° 11), el derecho de propiedad (artículo 19 
N° 24), a que la jurisdicción solo recaiga en los tribunales establecidos en la 
ley (artículo 76) y a la autonomía municipal (artículo 118).

Una cuestión que sorprende, negativamente, y que no puede dejar de ha-
cerse notar es lo deficiente del requerimiento, no solo en cuanto a sus aspectos 
formales, sino que también sustantivos. Respecto a lo formal, el requerimien-
to comete errores graves: (i) señala infringido el artículo 19 N° 4, pero se cita 
el número 5; lo mismo sucede con el artículo 19 N° 3 inciso quinto, que se se-
ñala infringido, pero la norma que los requirentes citan es la que corresponde 
al inciso sexto de dicha disposición; (ii) al inicio del requerimiento se impug-
na la totalidad del proyecto por no cumplir los quórums exigidos (de ley orgá-
nico constitucional), pero en la parte petitoria del escrito de requerimiento se 

18	 Ibíd., considerando 3°.

19	 Ibíd.
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omite reiterar dicha solicitud, y posteriormente en los alegatos nunca más se 
repite esta alegación.

En cuanto a lo sustantivo, no hay argumentación verdaderamente rele-
vante que sustente ninguna de las impugnaciones. Lo que hace el texto del 
requerimiento es copiar los preceptos que se cuestionan, resaltando en negri-
lla la parte más importante o que supuestamente se infringiría de las normas 
constitucionales (nunca queda claro qué significa el resaltado en negrilla), 
luego se copia la disposición constitucional infringida, complementando, a 
continuación, ambas transcripciones con uno o dos párrafos de argumentos. 
De esta forma, el requerimiento no se detiene a explicar ni fundamentar de 
qué manera las normas impugnadas afectan las garantías constitucionales 
que ellos consideran infringidas.

La deficiencia del requerimiento es tan evidente que el Ejecutivo, en 
su defensa del proyecto de ley, pide, como asunto de previo y especial 
pronunciamiento, que el Tribunal Constitucional rechace de plano el re-
querimiento presentado por los diputados, dada la falta de claridad en la 
exposición de sus fundamentos de hecho y de derecho, tal y como lo exige 
el artículo 63 de la Ley N° 17.997 orgánica constitucional del Tribunal 
Constitucional.

Efectivamente, como se señalaba, el requerimiento carece de fundamenta-
ción relevante, y en cierta forma, pareciera que los requirentes están simple-
mente utilizándolo para poner en conocimiento del Tribunal Constitucional 
el proyecto de ley, instándolo a que se pronuncie acerca de su constituciona-
lidad, como si se tratase de un control de oficio o preventivo de carácter obli-
gatorio. Pero, como se sabe, el Tribunal Constitucional carece de competencia 
para conocer y dar una opinión vinculante de todos los proyectos de ley o bien 
de los proyectos que un grupo de diputados o senadores estime inconstitucio-
nales. Si así fuera, habrían más razones para considerar al Tribunal Constitu-
cional como una tercera Cámara y no como un tribunal. La competencia del 
Tribunal Constitucional es para resolver cuestiones de verdadera constitucio-
nalidad que un proyecto presenta y no objeciones políticas o de mérito. Por tal 
razón cualquier requerimiento ha de explicar fundadamente de qué manera 
las disposiciones que se cuestionan infringen la Constitución.

La sentencia del Tribunal Constitucional no acoge la solicitud del Ejecutivo 
de rechazar de plano el requerimiento, no obstante en varias oportunidades 
reprocha a los requirentes la deficiencia del requerimiento en sus aspectos 
formales y sustantivos.
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4. La sentencia 

La sentencia en comento es extensa (204 considerandos) y se divide en tres 
capítulos: (i) antecedentes preliminares relativos a las principales institucio-
nes jurídicas que el proyecto de ley consagra; (ii) principios orientadores de la 
sentencia y, finalmente (iii) el examen detallado de cada una de las disposicio-
nes impugnadas con los argumentos para su rechazo.

En los antecedentes preliminares (i), el Tribunal Constitucional se detiene 
a explicar (a) en qué consiste la figura del administrador provisional20 y (b) la 
autorización de reconocimiento oficial, los requisitos que exige y la posibili-
dades de su revocación21. A continuación, el Tribunal Constitucional señala 
los tres criterios interpretativos (o los principios orientadores) que guían la 
sentencia (y, como más adelante afirmará, que también guían el proyecto de 
ley), a saber: (a) la libertad de enseñanza y el derecho a la educación; (b) la 
autonomía universitaria y (c) las normas de organización y procedimiento de 
la regulación educacional.

4.1. Los criterios orientadores de la sentencia (y del proyecto de ley) 

4.1.1. El derecho a la educación y la libertad de enseñanza
El Tribunal Constitucional reconoce que el derecho a la educación es un de-
recho social que, al concretarse con el acceso a instituciones de educación 
superior, permite que los estudiantes adquieran capacitación y destrezas que, 
posteriormente, los habiliten para desempeñarse en el mundo laboral, pro-
piciando así el “legítimo ascenso social” y la “igualdad de oportunidades”. 
Cuando esto ocurre, el derecho a la educación confluye con la libertad de 
enseñanza en su concreción formal, porque para poder entregar educación 
–conducente a títulos, grados y licenciaturas– es necesaria la intervención 
estatal a través del reconocimiento oficial de esa enseñanza, cuya obtención 
“requiere la satisfacción de ciertos requisitos más exigentes que los requeridos 
para el simple ejercicio del derecho a la libertad de enseñanza”22. En efecto, 
para que el derecho a la educación se concretice en la posibilidad de adquirir 
títulos profesionales o técnicos y grados, los que en forma efectiva confieran 

20	 Véase apartado 2.1. de este comentario o bien considerandos segundo a noveno de la sentencia.

21	 Véase apartado o bien, Ibíd., considerandos 10° a 14°.

22	 Ibíd., considerando 20°.



231ANUARIO DE DERECHO PÚBLICO UDP

competencias de calidad, es perfectamente posible, según el Tribunal Consti-
tucional, que el legislador exija a los administradores, controladores y propie-
tarios de las instituciones de educación superior, que se sujeten a una serie 
de regulaciones que permitan que los programas educativos que imparten,  
cumplan con estándares de calidad.

4.1.2. Autonomía universitaria
El Tribunal Constitucional reconoce que si bien la “autonomía universita-
ria” no es un concepto que esté reconocido expresamente en la Constitu-
ción, se deduce de ella en la medida en que “algunos” tipos de universi-
dades son cuerpos intermedios23, a los cuales la Constitución les reconoce 
autonomía para que puedan perseguir sus fines específicos y, de esta for-
ma, tengan libertad para autorregular lo que en su interior suceda24. Esta 
autonomía, sin embargo, “no se contrapone a la capacidad del legislador 
de dictar normas generales y obligatorias válidas”25 para dichos cuerpos in-
termedios, los que “no están al margen de los mandatos del legislador”26, 
toda vez que la autonomía que se garantiza constitucionalmente tiene lí-
mites. Sobre esta base, el Tribunal Constitucional declara que la autono-
mía que la Constitución reconoce a los cuerpos intermedios, como son las 
universidades, no es cualquiera sino la “adecuada” y que resulta “‘inade-
cuada’ cuando pretende ser invocada para realizar actividades ilegales, daño-
sas o ilícitas, o amparar excesos en la actuación del órgano que la invoca”, es 
decir, actividades reñidas con la ley.

4.1.3. Normas de organización y procedimiento
El Tribunal Constitucional introduce un concepto no utilizado hasta ahora 
en sus sentencias: las normas de organización y procedimiento que, según 
el Tribunal Constitucional, “tienen enorme sentido en las instituciones de 
educación superior”27.

23	 El Tribunal Constitucional señala que “no todas las universidades tienen por origen una agrupación 
intermedia, pero sí todas ejercen el principio de autonomía propiamente tal”. Este punto pretende 
mostrar que las universidades estatales surgen en virtud de una ley que las crea, pero igualmente son 
autónomas, porque su autonomía proviene del tipo de institución que son (“universidades”) y no de su 
origen.

24	 Art. 1, inciso segundo de la Constitución.

25	 Ibíd., considerando 28°.

26	 Ibíd.

27	 Ibíd.
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Los derechos de organización y procedimiento son derechos a acciones 
positivas por parte del Estado y, en la clasificación de Robert Alexy, deben ser 
entendidas como prestaciones en sentido amplio28. Según Alexy, de acuer-
do con la jurisprudencia del Tribunal Constitucional Federal alemán, a todo 
derecho fundamental material le están adscriptos derechos de organización 
y procedimiento29, es decir, derechos del individuo frente al legislador para que 
este último dicte normas de organización conformes a un derecho fundamental 
en particular30. La dictación de estas normas organizatorias es especialmente 
importante cuando se trata del derecho a la educación, que se concretiza a 
través del estudio de carreras en instituciones educativas, que no son sino 
complejas organizaciones con una serie de derechos contrapuestos que han 
de conciliarse.

Por esta razón, la dictación de estas normas es especialmente adecuada en 
el caso de instituciones educativas.

Aunque no lo señala expresamente, lo que quiere rescatar el Tribunal 
Constitucional apelando a estas normas o derechos, es que el proyecto de ley 
no es una legislación que reconozca nuevos derechos subjetivos a los estu-
diantes (como el de gratuidad, o no selección), sino más bien, que establece 
una serie de normas objetivas para, a través de ellas, resguardar y proteger el 
derecho a la educación de los estudiantes. Como señala Alexy, “una organi-
zación legislativa conforme al derecho fundamental puede ser asegurada no 
solo a través de derechos subjetivos sino también de mandatos y prohibicio-
nes meramente objetivos”31.

En el mismo sentido, el Tribunal Constitucional afirma que “La regulación 
de una legislación frente a instituciones de educación superior en crisis cons-
tituye una modalidad para garantizar la pervivencia de derechos subjetivos 
frente a la organización”32. De esta forma, los derechos de organización y pro-

28	 Alexy, Robert, Teoría de los Derechos Fundamentales, (Centro de Estudios Constitucionales), 1993, p. 419 
y ss. A diferencia de los derechos de defensa, los derechos a prestaciones en sentido amplio son dere-
chos a acciones positivas del Estado. Respecto de los derechos a prestaciones, Alexy subdistingue entre 
(i) derechos a protección, (ii) derechos a organización y procedimiento y (iii) derechos a prestación en 
sentido estricto (derechos sociales).

29	 Ibíd. Alexy señala que existe una pluralidad de posibilidades de clasificación de los derechos a organi-
zación y procedimiento: 1) competencias de derecho privado; (2) procedimientos judiciales y adminis-
trativos (procedimiento en sentido estricto); (3) organización en sentido estricto y (4) formación de la 
voluntad estatal (pp. 467-482).

30	 Ibíd., pp. 459-460.

31	 Ibíd., p. 475.

32	 Tribunal Constitucional, Rol 2731-14, op.cit., considerando 33°.
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cedimiento “permiten articular y ponderar los derechos de todos los integran-
tes de una comunidad educativa en tiempos de crisis”33.

4.2. El precedente de la Sentencia Rol 184
Finalmente, antes de analizar las impugnaciones, el Tribunal Constitucional 
se refiere a una cuestión de “previo y especial pronunciamiento”. Cuidadoso 
con su propia jurisprudencia, con el objeto de generar una práctica que per-
mita y haga probable que sus sentencias sean tomadas como precedente, el 
Tribunal Constitucional da razones de por qué no utilizará las argumentacio-
nes contenidas en la Sentencia Rol 184-94 que los requirentes utilizan para 
que el Tribunal declare la inconstitucionalidad de varias normas del proyecto 
de ley. La razón es que en dicha sentencia el Tribunal Constitucional, ejer-
ciendo el control obligatorio de constitucionalidad, “objetó la posibilidad de 
que la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones, previo 
acuerdo del Banco Central, nombrara, por tres meses prorrogables, un de-
legado en una AFP, si ésta hubiere incurrido en infracción grave de ley que 
cause perjuicio al fondo que administra, o redujere de hecho su patrimonio, 
al mínimo que exige la ley”34. Lo anterior, por considerar que

“dicho precepto afectaba el derecho de propiedad (por mera disposición 
administrativa se priva de la administración); el derecho de asociación 
(se impone a alguien externo a la sociedad); la autonomía de los grupos 
intermedios (se afecta el derecho de decidir sus propios actos y de ad-
ministrar o fijar los objetivos o fines que deseen alcanzar); y la facultad 
exclusiva de los tribunales de resolver los conflictos (el nombramiento 
de interventor es una medida precautoria inherente a los tribunales, no 
a órganos de la administración)”35.

Como se sabe, a diferencia de lo que sucede con la jurisprudencia de la 
Corte Suprema de los Estados Unidos, en Chile la jurisprudencia del Tri-
bunal Constitucional no constituye precedente36, sino que solo tiene fuerza 

33	 Ibíd., considerando 35°.

34	 Ibíd., considerando 36°.

35	 Ibíd.

36	 Lo mismo sucede con los tribunales, en general, e incluso con la Corte Suprema cuando conoce de un 
recurso de casación (que es comúnmente entendido como recurso de “unificación de jurisprudencia”). 
Cuando se trata de tribunales que se encuentran sujetos a la ley, la regla del precedente es problemática 
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persuasiva37. Esto significa que las razones contenidas en decisiones pasadas 
no vinculan al propio Tribunal Constitucional en sus decisiones futuras. Sin 
embargo, el Tribunal Constitucional utiliza el término “precedente” y señala 
que es necesario cambiar el precedente de la sentencia Rol 184-1994, porque 
por lo general, el Tribunal Constitucional tiene la “práctica” de ser consistente 
con sus decisiones pasadas38.

El Tribunal Constitucional señala que existen razones suficientes para ig-
norar lo señalado en la sentencia Rol 184, ya que se trata de un fallo “aislado 
en el tiempo”, no solo frente a una vasta jurisprudencia que contradice sus 
principales argumentos39, sino que también aislado de la legislación, que con 
posterioridad a la sentencia Rol 184, ha creado un sinnúmero de figuras simi-
lares al administrador provisional en materia sanitaria40, ISAPRES41, AFP42, 

por esta misma razón. Pero cuando se trata de decisiones de tribunales que deciden interpretando de-
rechos fundamentales, la regla del precedente se vuelve más problemática aún porque las decisiones 
del Tribunal Constitucional, a pesar de lo que dicen muchos profesores constitucionalistas, reflejan en 
alguna medida la correlación de fuerzas políticas existentes al momento de fallar. A diferencia de la ley, 
el texto constitucional asegura derechos mediante cláusulas abiertas susceptibles de interpretación, y 
no reglas precisas.

37	 En efecto, el Tribunal Constitucional no está obligado legalmente a seguir sus “precedentes”, en espe-
cial si considera que ellos no se fundan en razones correctas. En el Congreso se discutió sobre si crear 
o no esta obligación, y se decidió por la negativa (véase la historia de la Ley N° 20.381).

38	 En la sentencia Rol 171-1993, el Tribunal Constitucional considera que la práctica de seguir preceden-
tes es conveniente: “Que, por último, debe también tenerse en consideración para resolver acerca de la 
conveniencia de mantener la razón decisoria contemplada en fallos anteriores del Tribunal Constitu-
cional en relación a una materia determinada, que ello crea la certeza y seguridad jurídica necesarias 
para todos aquellos a quienes pueda interesar y/o afectar lo que éste resuelva sobre el punto. Los 
cambios de doctrina Jurídica por lo general deben producirse siempre que existan motivos o razones 
fundamentales que los justifiquen”. Tribunal Constitucional, Rol 171-93, sentencia de fecha 22 de julio 
de 1993, considerando 15°.

39	 Una jurisprudencia que no acompaña a la decisión Rol 184 toda vez que considera que “cuando hay 
una función pública envuelta en una actividad afecta a la limitación al dominio, hay una justificación 
de la función social que la funda, sobre todo si hay un beneficio para la comunidad” (Tribunal Consti-
tucional, Rol 2731-14, sentencia de fecha 26 de noviembre de 2014, considerando 38°); que ha validado 
“medidas de regulación de la gestión educacional sustantivas” de diversa índole, como por ejemplo, las  
cuotas para alumnos vulnerables y los consejos escolares; que ha considerado que “son actos adminis-
trativos, y no actos jurisdiccionales, una serie de manifestaciones de voluntad de la Administración” 
y, finalmente, que ha considerado que “la libertad de enseñanza no puede separarse del derecho a la 
educación, siendo su contraparte”, lo que exige que el Estado cree las regulaciones adecuadas para que 
este derecho pueda ejercerse, toda vez que  “la calidad de la educación está comprendida en el derecho 
a la educación (STC 1361/2009)”. Tribunal Constitucional, Rol 2731-14, sentencia de fecha 26 de no-
viembre de 2014, considerando 41°.

40	 Ley N° 19.549 de 1998.

41	 Ley N° 19.895 de 2003

42	 Ley N° 20.255 de 2008
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concesiones de obra pública43, transporte de pasajeros44, y en materia educa-
cional45. Finalmente, el Tribunal Constitucional señala que el precedente de 
la sentencia Rol 184 también quedó aislado en cuanto a las competencias de 
la administración, toda vez que la dictación de la Ley 19.880 ahora la faculta 
expresamente (en su artículo 32) para adoptar medidas provisionales con el 
objetivo de asegurar la eficacia de la decisión que pudiera recaer en un proce-
dimiento administrativo.

Siendo las anteriores “razones suficientes”, el Tribunal Constitucional con-
sidera que el precedente de la sentencia Rol 184 debe ser revisado.

5. Las once impugnaciones

5.1. Primera impugnación.
Como cuestión previa los requirentes señalan que la totalidad del proyecto 
tiene rango de ley orgánica constitucional y no solo los artículos 19, 20, 21, 
que fueron los únicos que se calificaron como tales durante la tramitación 
legislativa. De esta forma, todas las normas aprobadas con un quórum menor 
(al quórum orgánico constitucional) serían inconstitucionales por razones 
formales, es decir, por no haber seguido el procedimiento establecido en la 
Constitución para la creación válida de la ley46.

Según los requirentes, todas las normas que afecten la autonomía universita-
ria son materia de ley orgánica constitucional. La razón es que el inciso final del 
artículo 19 N° 11 de la Constitución determina que “una ley orgánica constitu-
cional establecerá los requisitos mínimos que deberán exigirse en cada uno de 
los niveles de la enseñanza básica y media y señalará las normas objetivas, de 
general aplicación, que permitan al Estado velar por su cumplimiento. Dicha 
ley, del mismo modo, establecerá los requisitos para el reconocimiento oficial de los 
establecimientos educacionales de todo nivel”. Aunque este inciso solo exige ley 
orgánica para las materias específicas y concretas que la Constitución ahí se-
ñala (y que se subrayan), materias que no alcanzan las del proyecto de ley, los 
requirentes alegan que estas deben entenderse incluidas, ya que la autonomía 

43	 Ley N° 20.410 de 2010

44	 Ley N° 20.504 de 2011

45	 Ley N° 20.529 de 2011

46	 De acuerdo al artículo 66, la aprobación de las leyes orgánico constitucionales exige la concurrencia de 
4/7 de los diputados y senadores en ejercicio.



236

universitaria es un elemento complementario indispensable del inciso final del ar-
tículo 19 N° 11. Y esta autonomía se ve afectada por la creación del adminis-
trador provisional y el administrador de cierre que el proyecto contempla. El 
segundo argumento de los requirentes, es que la Ley General de Educación 
es de rango orgánico constitucional, por lo que cualquier modificación de sus 
normas requeriría cumplir dicho quórum.

Ahora, si bien esta alegación se presenta al inicio del requerimiento, en 
la parte petitoria del escrito, los requirentes omiten la solicitud concreta al 
Tribunal Constitucional de que declare inconstitucional todo el proyecto por 
este vicio formal. Asimismo, en los alegatos de la vista de la causa, efectuada 
el día 13 de noviembre de 2014, el abogado de los requirentes no reitera la 
impugnación de que todo el proyecto tiene carácter orgánico constitucional 
y que serían inconstitucionales todas las normas que no se aprobaron con el 
quórum exigido.

Para el Tribunal Constitucional estas omisiones de los requirentes son gra-
ves, ya que si alegan que el Congreso ha actuado en contravención a la Consti-
tución en la tramitación y aprobación de la ley, resulta necesario que, ante tal 
incorrección, “se proceda ante este Tribunal con la máxima corrección formal 
y competencial”47 toda vez que:

“un efecto tan grave como el impedimento de nacer a la vida del dere-
cho de la totalidad de un proyecto de ley gestado en el seno de la delibe-
ración legislativa y que tomó meses de examen en ambas Cámaras del 
Congreso Nacional, requiere una formalidad esencial: que la parte peti-
toria exprese la necesidad de declarar la inconstitucionalidad denuncia-
da. Pues bien, este requerimiento no lo solicita en su parte petitoria”48.

Pese a estos defectos formales, el Tribunal Constitucional entró a cono-
cer la argumentación sustantiva contenida en el requerimiento. Sin embargo, 
para el Tribunal, la afirmación de que la autonomía universitaria forma parte 
de la libertad de enseñanza que la Constitución reconoce, no permite concluir 
que ella sea un complemento indispensable de las regulaciones que la Cons-
titución exige que sean aprobadas con quórum orgánico constitucional, es 
decir, de las regulaciones de los requisitos para el reconocimiento oficial. Para 

47	 Tribunal Constitucional, Rol 2731-14, op.cit., considerando 50°.

48	 Ibíd., considerando 56°.
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el Tribunal Constitucional, extender de tal forma las materias de ley orgánica 
constitucional es impropio y no corresponde a la “naturaleza de las leyes or-
gánicas constitucionales”. De hecho, el Tribunal Constitucional señala que en 
su control preventivo obligatorio de la Ley N° 20.529, que disponía de cator-
ce artículos relativos al administrador provisional para los establecimientos 
de educación escolar “solo declaró que era materia orgánica constitucional el 
ejercicio de la administración provisional tendiente a producir la revocación 
del reconocimiento oficial del establecimiento. Todas las demás materias las 
calificó como normas carentes de tal calificación”49.

De esta forma, y por las razones antes vistas, para el Tribunal Constitucio-
nal “no cabe sino desestimar el vicio formal de inconstitucionalidad invocado 
en el presente requerimiento, tanto por carecer de fundamento plausible su in-
terpretación como por no contar con los elementos formales básicos que permitan 
estimar que este Tribunal tenía competencia para conocer de una solicitud que 
formalmente no se realizó, teniendo amplias oportunidades para ello”50.

En un acto bastante expresivo de reproche, el Tribunal Constitucional hace 
a los requirentes un llamado de atención, no solo acerca de la seriedad de 
las formas que se han de seguir para impugnar vicios de constitucionalidad, 
sino que también respecto a cómo ha de ser interpretada y utilizada su juris-
prudencia: no solo corresponde tomar lo que una vez pueda haber dicho el 
Tribunal acerca de la extensión de las materias de ley orgánico constitucional 
relativas a la libertad de enseñanza, sino que también corresponde hacerse 
cargo de todas las veces que ha desestimado tal calificación.

5.2. Segunda impugnación
A continuación de esta impugnación general a la totalidad del proyecto, los 
requirentes impugnan una de las dos nuevas causales para nombrar adminis-
trador provisional en establecimientos de enseñanza escolar, que el artículo 
29 del proyecto agrega a la Ley 20.52951. Se trata de la causal que se incorpora 
en la letra f), donde se establece que corresponde nombrar administrador 
provisional52 “cuando, tratándose de los establecimientos municipales, se so-

49	 Ibíd., considerando 55°.

50	 Ibíd., considerando 57°.

51	 Se trata de la ley que crea y regula un “sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación 
parvularia, básica y media y su fiscalización”, que crea la Agencia de Calidad de la Educación y la Su-
perintendencia de Educación.

52	 La causal no impugnada, que se incorpora en la letra g), establece que ha de procederse a nombrar 



238

licite por parte del sostenedor la renuncia al reconocimiento oficial del esta-
blecimiento educacional y de ello se derive una grave afectación al derecho a 
la educación de los y las estudiantes matriculados en dicho establecimiento”.

Los requirentes invocan dos argumentos en su impugnación de la causal. 
Por una parte, que se trata de una materia propia de ley orgánica constitucio-
nal, por afectar las atribuciones de los municipios, y que como dicha norma 
no fue calificada de tal en el Congreso, no fue aprobada con el quórum de 4/7 
que corresponde. Por la otra, sostienen que con dicha causal se ve afectada la 
autonomía municipal, dado que los municipios ahora no podrían renunciar 
al reconocimiento oficial, ya que la norma les impone continuar con el esta-
blecimiento educacional, pero vía administrador provisional.

Según el Tribunal Constitucional, la norma objetada podría enmarcarse, 
hipotéticamente, en dos leyes orgánicas: la del artículo 118 y la del artículo 19 
N° 11 inciso final. Pero, cuando se ejerció el control preventivo de constitucio-
nalidad del artículo 89 de la Ley N° 20.529 (sentencia Rol 2009-2011), que 
ahora se modifica, no se consideró como propio de ley orgánica constitucio-
nal53. A mayor abundamiento, el Tribunal Constitucional señala que respecto 
del artículo 19 N° 11, caben las mismas razones que las señaladas en el aparta-
do inmediatamente anterior: de acuerdo a dicha disposición son materias de 
ley orgánica las leyes que regulen “los requisitos para el reconocimiento ofi-
cial”, y la hipótesis de la causal que el proyecto de ley incorpora, no establece 
nuevos requisitos o condiciones para obtener ese reconocimiento. Respecto 
al artículo 118, el Tribunal Constitucional constata que nombrar un adminis-
trador provisional no es una facultad municipal, sino de la Superintendencia 
de Educación, que junto al Ministerio de Educación, son las autoridades de 
carácter nacional que tienen el rol de velar por la calidad de la educación, toda 
vez que ese es un deber del Estado y no un asunto que radique exclusivamen-
te en el ámbito local. Por estas razones el Tribunal Constitucional rechaza el 
vicio formal alegado por los requirentes, señalando que “la norma reunió el 
quórum propio de su naturaleza, es decir, el de una ley simple”54.

En relación al argumento de que la incorporación de dicha causal afectaría 
la autonomía municipal, el Tribunal Constitucional reitera que lo que tenga 

un administrador provisional “cuando un sostenedor abandone, durante el año escolar, su proyecto 
educativo, dejando de prestar el servicio educacional en el establecimiento de su dependencia”.

53	 Tribunal Constitucional, 2009-2011, sentencia de fecha 4 de agosto de 2011, en que el TC ejerce un 
control preventivo obligatorio de constitucionalidad.

54	 Tribunal Constitucional, Rol 2731-14, op.cit., considerando 65°.
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que ver con el nombramiento del administrador provisional no es algo que 
sea atingente al ámbito municipal, sino que corresponde a la autoridad nacio-
nal, tal como sucede no solo con el otorgamiento del reconocimiento oficial 
(que se otorga por el Secretario Regional Ministerial de Educación), sino que 
también con la fiscalización de la mantención de los requisitos que permi-
tieron dicho reconocimiento (que queda entregada a la Superintendencia de 
Educación). De esta forma, no se ve afectada la autonomía de los municipios 
con dicho nombramiento, ya que “lo que tenga que ver con la educación, por 
propio mandato de la Ley Orgánica de Municipalidades, no es una materia 
privativa de los municipios, sino que compartida”55.

5.3. Tercera impugnación
Los requirentes impugnan el artículo 3 inciso segundo del proyecto de ley, 
que entrega facultades de investigación preliminar al Ministerio de Educación 
antes del nombramiento definitivo de un Administrador Provisional, cuando 
tome conocimiento de antecedentes graves que hagan suponer que una insti-
tución de educación superior se encuentra en peligro. Según los requirentes, 
con dicha disposición se vería afectado el artículo 19 N° 4 (debe entenderse 
que los requirentes se refieren al numeral 5°, es decir, a la inviolabilidad del 
hogar y de toda forma de comunicación privada), el inciso 5 del artículo 19 N° 3 
(debe entenderse que se refieren al inciso 6°, relativo a la garantía del debido 
proceso) y el derecho de propiedad (aunque los requirentes no argumentan 
por qué se vería vulnerado dicho derecho)56.

El Tribunal Constitucional rechaza que tales derechos se vean afectados, en 
la medida en que la norma cuenta con resguardos objetivos importantes, ya 
que ni el ingreso ni la recopilación de información pueden impedir el normal 
funcionamiento de las actividades académicas de la institución, y las faculta-
des que autorizan a la administración a realizar esta investigación sólo pue-
den ser utilizadas para dichos fines y no para otros propósitos57. Por lo demás, 
señala el Tribunal, el ingreso a la institución y la recopilación de información, 

55	 Ibíd., considerando 70°.

56	 Solo señalan que “el derecho de propiedad consagrado en el artículo 19 N° 24 de la CPR se vería vulne-
rado al permitirse a terceros ingresar a las instituciones de educación superior, acceder y recopilar toda 
la información que estime necesaria, limitando los atributos propias (sic) del dominio” (fojas 9).

57	 Aunque el Tribunal Constitucional no lo señala en esta parte, corresponde hacer la distinción que 
usualmente precisa en sus sentencias, entre control de atribución y control de ejercicio. Los tribunales 
de instancia son quienes han de controlar por ejemplo, que la administración no se desvíe de sus fines 
en el ejercicio de sus potestades de investigación. Pero ese control lo han de ejercer los tribunales de 
instancia, porque se trata del control del ejercicio de la potestad.
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serían el corolario de la obligación de las instituciones de cumplir con los re-
quisitos que hacen procedente tanto el reconocimiento oficial como su man-
tenimiento58. Esta obligación que la propia Constitución exige considera que 
la inspección forma parte de una actividad administrativa esencial, destinada 
a verificar y controlar el debido cumplimiento de las obligaciones que el orde-
namiento jurídico impone a los particulares y que, muchas veces, “se traduce 
en la visita del lugar donde se desarrolla la actividad controlada”59. Tratándose de 
una investigación de carácter administrativo, que tiene por objeto fiscalizar 
que las instituciones de educación superior estén cumpliendo los presupues-
tos que sustentan el otorgamiento de su reconocimiento oficial, el Tribunal 
Constitucional rechaza que por mandato constitucional sea necesaria auto-
rización judicial previa y, en un notable considerando, (que formará parte 
esencial de la jurisprudencia constitucional sobre derecho administrativo san-
cionador) señala que

“no consideramos que los estándares penales deban ser trasladados sin más a 
una investigación administrativa. Los propósitos y finalidades de ambos 
tipos de investigación son distintos[...]. Considerar que todo lo que hace la 
Administración deba sujetarse al estándar penal, es rigidizar las cosas más 
allá de lo razonable y mezclar situaciones sin justificación. Este Tribunal 
ha dicho que invocar ciertas garantías penales más allá de su ámbito, no es 
acorde con la Constitución (STC 2381/2012)”60.

Finalmente, de manera breve, el Tribunal Constitucional se pronuncia so-
bre la afectación al derecho de propiedad, señalando que no consideran que 
con la investigación preliminar y lo que ella involucra (ingreso a la institución 
y recopilación de la información) este derecho se vea afectado ya que “lo que 
está en juego es el interés general de la Nación. Hay un interés público involu-
crado si una institución de educación superior tiene que cerrar. En tal sentido, 
el legislador puede perfectamente establecer una limitación al dominio”61.

58	 Esta facultad es similar a la facultad inspectiva de la Dirección del Trabajo. Y de hecho, subyace a am-
bas una justificación similar que no es sino la asimetría, en el caso de las relaciones laborales, entre 
empleador y trabajador; en el caso de las instituciones de educación superior, entre las instituciones y 
sus estudiantes. El contenido de la asimetría, por supuesto, no es el mismo: en el caso de los estudian-
tes hay asimetría en la información.

59	 Tribunal Constitucional, Rol 2731-14, op.cit., considerando 83°.

60	 Ibíd., considerando 84°.

61	 Ibíd., considerando 82°.
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Aunque no lo señala explícitamente, el Tribunal Constitucional apela a la 
función social de la propiedad, reconocida en el inciso segundo del 19 N° 
24, que establece que la ley puede fijar limitaciones y obligaciones a la pro-
piedad si es que así lo exigen los intereses generales de la Nación, la seguridad 
nacional, la utilidad y la salubridad públicas y la conservación del patrimonio 
ambiental. El deber de aceptar que la Administración ingrese a la institución 
de educación superior a recopilar información relevante con el fin de saber si 
sigue cumpliendo con los requisitos necesarios para su reconocimiento esta-
tal, pareciera estar justificado en el interés general de la Nación.

5.4. Cuarta impugnación
Los requirentes impugnan el artículo 4 letra b) del proyecto, que faculta al Mi-
nisterio de Educación para nombrar administrador provisional (si es que se 
configura alguna de las causales previstas en el artículo 6)62. Según estos, con 
dicha disposición se vería afectado el derecho de propiedad (ya que se estaría 
reemplazando a los dueños en la administración de la universidad), así como 
también la autonomía de los grupos intermedios y la libertad de enseñanza, 
para finalmente señalar que dicho acto tendría el carácter de “jurisdiccional”, 
toda vez que el nombramiento ha de entenderse como una medida precauto-
ria, la que corresponde que sea establecida por los tribunales establecidos en 
la ley.

El Tribunal Constitucional descarta, una a una, dichas afectaciones. En 
primer lugar, el nombramiento del administrador provisional no sería un acto 
jurisdiccional que resuelve “conflictos de relevancia jurídica”, sino un acto 
administrativo “porque contiene una decisión formal, emanada de un órgano 
de la Administración, en el ejercicio de una potestad pública (artículo 3°, Ley 
N° 19.880)”63. Por lo demás, agrega el Tribunal, “las medidas precautorias 
también las pueden disponer los órganos de la administración del Estado, 
por mandato del artículo 32 de la Ley N° 19.880, de oficio o a petición de par-
te, en los casos de urgencia, y para la protección provisional de los intereses 
implicados”64.

62	 Nótese que los requirentes impugnan el nombramiento, en abstracto, ya que tal disposición -el art. 4 
letra b)- no establece ni el procedimiento, ni las causales, ni los efectos del nombramiento del admi-
nistrador provisional. Como señala el Tribunal Constitucional, estos se encuentran regulados en otros 
preceptos del proyecto, por lo que “desde este punto de vista, no se observa cómo el solo nombramien-
to del administrador pueda generar un efecto contrario a la Constitución” (considerando 89°).

63	 Tribunal Constitucional, Rol 2731-14, op.cit., considerando 94°.

64	 Ibíd. La actividad jurisdiccional puede eventualmente surgir después, como consecuencia de la actua-
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En relación a la libertad de enseñanza, el Tribunal Constitucional explica 
que el proyecto es coherente con el sistema de normas que regula la educa-
ción superior: las instituciones de educación superior no realizan una activi-
dad desregulada, sino que deben seguir un procedimiento y cumplir ciertos 
requisitos para su existencia, a saber, el reconocimiento oficial, el que se en-
cuentra establecido, expresamente, como parte de la libertad de enseñanza 
que la Constitución consagra. Dicho reconocimiento implica un constante 
control de parte de la autoridad, ya que este siempre es revocable si es que no 
se cumplen los requisitos que concurrieron para su otorgamiento65. Llama la 
atención, sin embargo, que mientras el Tribunal Constitucional se está refi-
riendo a la libertad de enseñanza, poco a poco comienza a hacer referencia al 
derecho a la educación. Pese a que el Tribunal no es explícito en cuál es el vín-
culo que media entre ambos derechos, a mi juicio esta ligazón surge cuando 
se señala que las competencias que las universidades acreditan han de estar a 
la altura de las competencias que los estudiantes tuvieron la oportunidad de 
adquirir, toda vez que como señala el Tribunal Constitucional,

“la calidad es parte del derecho a la educación y esto obliga al Estado a 
adoptar todas las medidas para que la educación que reciban los alum-
nos sea de la mayor calidad posible (STC 1371/2009). El nombramiento 
de un administrador provisional pretende resguardar dicha calidad, porque 
las causales que lo provocan, dicen relación con incumplimientos gra-
ves y reiterados de los  compromisos académicos y afectan la continui-
dad de los estudios”66.

No hay tampoco, de acuerdo al Tribunal Constitucional, una privación del 
derecho de propiedad, ya que el nombramiento del administrador provisio-
nal “no provoca un desplazamiento de propiedad”67: los bienes de la insti-

ción administrativa, si es que los afectados por la misma la impugnan ante tribunales. Frente a dicho 
conflicto entre el afectado por la medida administrativa y la propia administración, es que surge el 
ejercicio de la jurisdicción que viene a resolverlo. La impugnación de las medidas administrativas ante 
tribunales y la resolución del conflicto que se crea es algo que contempla el artículo 9 del proyecto 
de ley, que establece que “la institución de educación superior afectada por la medida de nombramiento 
de administrador provisional podrá reclamar la legalidad de la misma, a través de sus representantes, 
dentro del plazo de diez días hábiles, contado desde la notificación de la respectiva resolución, ante la 
Corte de Apelaciones correspondiente a su domicilio”.

65	 Artículo 19 N° 11° de la Constitución, inciso final. 

66	 Tribunal Constitucional, Rol 2731-14, op.cit., considerando 95°.

67	 Ibíd., considerando 96°.
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tución siguen siendo de ésta y no del Estado. En segundo lugar, el Tribunal 
Constitucional señala que dicho nombramiento no implica privación, sino 
una limitación al dominio, pues es temporal (dura un año) y se funda, como 
se había señalado antes, en el interés general de la Nación68 ya que, como el ar-
tículo 13 del proyecto indica, se trata de “garantizar el interés público asociado 
a la continuidad de los estudios de los estudiantes”, evitando así el procedi-
miento de revocación del reconocimiento oficial. En estos términos:

“Nadie podría sostener que toda esta regulación es expropiatoria y que 
afecta el artículo 19, N° 24°, de la Constitución. El legislador pondera 
que en determinadas circunstancias, para proteger a terceros, es nece-
sario limitar las facultades del dominio.
Tratándose del administrador provisional, estos terceros son los 
estudiantes”69.

Finalmente, el Tribunal Constitucional rechaza que tal disposición afecte 
la autonomía de los grupos intermedios, porque es el legislador quien esta-
blece, a través de normas generales y obligatorias, cuál es el espacio de dicha 
autonomía: “La autonomía que la Constitución asegura es la ‘adecuada’. La 
autonomía no puede ser invocada para realizar actividades ilegales, dañosas 
o ilícitas, ni ampara excesos en la actuación del órgano que la invoca”70, y en 
este sentido “las universidades privadas no son libres de dejar de cumplir 
los requisitos que justificaron el reconocimiento oficial”71. El administrador 
provisional busca evitar la revocación del reconocimiento oficial, frente a una 
mala gestión de quienes administran y gobiernan la universidad intervenida. 

5.5. Quinta impugnación
Los requirentes impugnan el artículo 5 del proyecto, que permite al Ministe-
rio de Educación supervigilar el cumplimiento de lo que se denomina “plan 
de recuperación”, aprobado previamente72. El requerimiento no impugna el 

68	 Ibíd.

69	 Ibíd., considerando 97°.

70	 Ibíd., considerando 98°.

71	 Ibíd.

72	 Producto de la investigación preliminar que el artículo 3 del proyecto autoriza, en vez de nombrar 
un administrador provisional (de acuerdo a la letra b) del artículo 4) la administración puede decidir 
“ordenar la elaboración de un plan de recuperación, si se verifican incumplimientos graves de los 
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plan de recuperación, sino su supervigilancia a través de un delegado minis-
terial, señalando en su principal argumentación, que el “problema por tanto 
es más grave, pues perfectamente el ministerio podría designar a una persona 
cualquiera, la que incluso careciera de responsabilidad administrativa, sin resolu-
ción judicial previa, lo cual claramente vulnera las garantías constitucionales 
de los artículos 19 N° 4 en relación al 19 N° 3 inciso 5 de la Carta Fundamental 
[sic]”73. Según el Tribunal Constitucional, la referencia que hace este párrafo al 
artículo 19 N° 4 y al inciso quinto del artículo 19 N° 3, en vez de la referencia 
al 19 N° 5 y al 19 N° 3 inciso sexto, son “errores de la asesoría jurídica de los 
requirentes, que no impiden hacerse cargo del fondo del asunto planteado 
por éstos”74 en la medida en que durante la tramitación legislativa “la minoría 
parlamentaria cuestionó la hipotética vulneración de la inviolabilidad de las 
comunicaciones y del domicilio, así como las reglas del debido proceso”75.

Para el Tribunal Constitucional, sin embargo, el nombramiento de un 
delegado ministerial con el objeto de controlar el plan de recuperación no 
violenta la Constitución, sino que es “la consecuencia natural y directa de la 
supervigilancia del cabal cumplimiento del plan”76, el que, por lo demás, “pre-
tende subsanar los problemas identificados y evitar el nombramiento de un 
administrador provisional o la privación del reconocimiento oficial”77, es de-
cir, evitar intervenciones mucho mayores. Por lo demás, el Tribunal Constitu-
cional explica que la figura del delegado ministerial se encuentra regulada en 
el artículo 41 de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Ad-
ministración del Estado. De acuerdo a dicha norma esta figura “se caracteriza 
por ser revocable, por exigirse que tenga la debida publicidad, por impedir la 
avocación mientras subsista, y porque, salvo en materia de delegación de fir-
ma, la responsabilidad por las decisiones administrativas que se adopten, son 

compromisos financieros, administrativos, laborales o académicos asumidos por la institución” (letra 
a) del artículo 4). Si esto es así, la institución tiene un término de sesenta días para elaborar y presentar 
al Ministerio de Educación, para su aprobación, un plan de recuperación que tendrá por objeto que 
ella adopte las medidas necesarias para subsanar los problemas identificados. Solo una vez aprobado 
el plan, corresponderá al Ministerio de Educación supervigilar su cabal cumplimiento, para lo que la 
institución deberá remitir al Ministerio de Educación informes trimestrales del estado de su imple-
mentación, pudiendo designar un delegado ministerial para supervigilar la ejecución del plan.

73	 Tribunal Constitucional, Rol 2731-14, op.cit., Requerimiento, fojas 10.

74	 Ibíd., considerando 96°.

75	 Ibíd.

76	 Ibíd., considerando 106°.

77	 Ibíd.
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del delegado”78, por lo que  los reproches formulados en el requerimiento en 
cuanto a que no se regula adecuadamente el delegado ministerial y a que éste 
no tiene responsabilidad, carecerían de todo fundamento.

Finalmente, respecto a la facultad del delegado ministerial de ingresar a 
la institución de educación superior y requerir de información, el Tribunal 
Constitucional hace aplicables los argumentos utilizados para rechazar la im-
pugnación al artículo 3, sobre la investigación preliminar que puede realizar 
el Ministerio de Educación ante denuncias graves sobre la marcha de la ins-
titución.

5.6. Sexta impugnación
A continuación los requirentes impugnan el artículo 6°, que establece las 
causales que habilitan a la Administración para nombrar un administrador 
provisional. El artículo establece tres tipos de circunstancias, todas especial-
mente graves, relacionadas con el riesgo de inviabilidad o discontinuidad del 
proyecto educativo de la institución afectada.

Para los requirentes, dicha disposición afectaría la autonomía de los gru-
pos intermedios, la libertad de enseñanza, el derecho de propiedad y el de-
recho a no ser juzgado por comisiones especiales (en relación al artículo 76, 
que establece que las facultades jurisdiccionales solo pueden ser ejercidas por 
los tribunales establecidos en la ley). Sin embargo, según el Tribunal Consti-
tucional, el requerimiento no logra explicar cómo es que el artículo 6° afecta 
las disposiciones antes señaladas. En efecto, el requerimiento solo apela a la 
Sentencia Rol 184 para justificar la afectación del derecho de propiedad (sin 
dar más argumentos que un par de extractos de la sentencia) y luego señala 
que el nombramiento sería un tipo de medida precautoria, que habría de ser 
tomada (y decidida) por los tribunales y no por la administración.

Antes de dar los argumentos que sustentan el rechazo de la impugnación, 
el Tribunal Constitucional se pregunta qué es lo que los requirentes consi-
deran inconstitucional del artículo 6: que el legislador establezca un admi-
nistrador provisional en las instituciones de educación superior, o bien algo 
más específico, a saber, las condiciones y los procedimientos que establece el 
proyecto para adoptar la decisión de nombrar un administrador provisional79. 

78	 Ibíd., considerando 110°.

79	 Del requerimiento, pareciera que se impugna la facultad de nombrar al administrador, con indepen-
dencia de las causales y procedimientos (a fojas 11). La ambigüedad surge porque no se dan razones, 
sino que solo se ennegrece el primer inciso del artículo 6. Sin embargo, en la vista de la causa el 
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La razón de esta duda es que, como se señalaba, los requirentes no explican la 
forma en que dicha disposición o una parte de ella afecta los derechos antes 
referidos: solo se limitan a transcribirla, subrayando en negrilla la primera 
parte relativa al nombramiento del administrador. Pero, en los alegatos los 
requirentes precisan que no impugnan el nombramiento del administrador 
provisional ya que “en muchos casos esta medida es necesaria para proteger 
el derecho de los estudiantes”80, sino que sólo el procedimiento de nombra-
miento del administrador y las circunstancias en virtud de las cuales se adop-
ta esta medida81.

Sin demostrar de manera explícita y sistemática porqué la decisión de 
nombrar un administrador provisional no afecta las garantías constituciona-
les antes previstas, el Tribunal Constitucional explica pormenorizadamente 
los resguardos de este nombramiento, que impiden la arbitrariedad de la ad-
ministración y son coherentes con los fines del sistema de educación supe-
rior. En primer lugar, el nombramiento no es una decisión que esté dejada 
al arbitrio del gobierno de turno, sino que requiere la aprobación del Con-
sejo Nacional de Educación, órgano que precisamente tiene como función 
velar por el reconocimiento, acreditación, inspección o revocación del reco-
nocimiento oficial de las instituciones de educación superior. De esta forma, 
“la aprobación previa del Consejo es una garantía institucional reforzada y 
pluralista que impide la decisión administrativa unilateral del ministro de 
Educación de turno”82.

Respecto de las causales para el nombramiento de dicho administrador, 
el Tribunal Constitucional señala que se trata de causales tasadas, lo que 
impide cualquier intervención fuera de los supuestos que ellas contemplan 
y que, por lo demás, son coherentes con las causales previstas actualmente 
para la revocación del reconocimiento oficial. Sobre este último punto, por 
ejemplo, antes de que sea necesario revocar el reconocimiento oficial, si la 
institución “no cumple con los objetivos estatutarios” (causal prevista en 
el art. 64 letra a) o si “realiza actividades contrarias a la moral, al orden 
público, a las buenas costumbres y a la seguridad nacional” (causal prevista 

abogado de los requirentes señala que lo inconstitucional no es el establecimiento de la facultad de 
nombrarlo, sino las condiciones en virtud de las cuales se adopta la medida.

80	 Ibíd., considerando 124°.

81	 Esta afirmación que hace el abogado de los requirentes en el alegato es, de alguna forma, contradictoria 
también con la impugnación del artículo 4 letra b).

82	 Ibíd., considerando 133°.
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en el art. 64 letra b), el proyecto contempla el nombramiento de un admi-
nistrador provisional si existe un “riesgo serio de no garantizar la viabilidad 
administrativa o financiera de la institución, afectando la continuidad de es-
tudios de los y las estudiantes” o si se acreditan “incumplimientos graves y 
reiterados de los compromisos académicos asumidos por la institución con 
sus estudiantes a causa de no contar con los recursos educativos o docentes 
adecuados para ofrecer el o los títulos profesionales o técnicos que preten-
da otorgar”. La misma coherencia que existe entre revocación del reconoci-
miento y nombramiento, señala el Tribunal Constitucional, existe entre los 
requisitos para otorgar el reconocimiento a una institución y para nombrar 
un administrador provisional.

Nuevamente, sin tratar explícitamente cuál es el vínculo entre la libertad 
de enseñanza y el derecho a la educación, el Tribunal Constitucional explica 
cómo es que el administrador provisional protege el ejercicio del derecho a 
la educación de los estudiantes, por la vía de hacer posible la obtención de su 
título, pese a la crisis en que la institución de educación superior se encuen-
tra (y que justifica el nombramiento del administrador). En efecto, frente a la 
regulación vigente antes del proyecto (que solo contemplaba la intervención 
administrativa frente a una crisis institucional al momento de la revocación 
del reconocimiento oficial, afectando de esta forma a los estudiantes de la 
mentada institución) el proyecto de ley en cambio incorpora modalidades 
flexibles para mantener los proyectos educativos vigentes y los derechos sub-
jetivos de sus integrantes abiertos a la perspectiva de un título profesional o 
técnico superior83.

Aunque el Tribunal no lo señala, el proyecto de ley no mira la intervención 
administrativa como una sanción o reproche, sino que pone el acento en la 
ejecución de valores constitucionales esenciales en materia de derecho a la 
educación, colocando el eje de su intervención al servicio de los estudiantes y 
su formación84.

El aspecto crucial del proyecto, indudablemente, es proteger el derecho a 
la educación de los estudiantes de una institución en crisis, el cual se traduce 
en la posibilidad de obtener un título universitario o técnico de nivel superior, 
que según el Tribunal Constitucional, es precisamente lo que hacen las insti-
tuciones de educación superior.

83	 Ibíd., considerando 131°.

84	 Ibíd., considerando 132°.
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5.7. Séptima impugnación
A continuación, los requirentes impugnan el artículo 10, que regula lo que ha 
de hacer el administrador provisional, inmediatamente después de nombra-
do, y cómo ha de desempeñar su función al interior de la institución. Según 
los requirentes, dicho precepto afectaría la autonomía de los grupos inter-
medios y la libertad de enseñanza, ya que las facultades que se le entregan al 
administrador provisional implican una injerencia en la gestión institucional 
de personas o autoridades ajenas a la universidad, afectándose, de ese modo, 
la posibilidad de organizar establecimientos educacionales85.

Respecto a la impugnación de esta disposición, el Tribunal Constitucional 
admite pronunciarse sobre el fondo, pese a que afirma que no fue precedida 
por una “reserva de constitucionalidad” durante la tramitación del proyecto86.

El Tribunal Constitucional explica que, en parte, lo que busca el artículo 10 
impugnado es “enmarcar el accionar del administrador provisional, al some-
terlo a una serie de obligaciones que restringen su espacio de actuación”87 y, 
precisar cuál es la forma en que de acuerdo al proyecto de ley el administrador 
provisional ha de proceder en el cumplimiento de su función, siendo la más 
importante la que lo obliga a presentar un plan. Dicho plan tiene un doble 
propósito: subsanar las deficiencias que motivan su nombramiento y garan-
tizar el adecuado funcionamiento de la institución. Frente a esto, el Tribunal 
Constitucional señala que no observa cómo estas facultades afectan los dere-
chos invocados en el requerimiento, en la medida en que lo que está en juego 
con el nombramiento es la revocación del reconocimiento oficial y que, cuan-
do está en entredicho el mantenimiento de dicho reconocimiento, el ejercicio 
de la libertad de enseñanza se vuelve evidentemente más exigente88.

85	 El artículo 10 (y 11) “transgrede lo prescrito en los artículos 1° inciso 3° y 19 N° 11 de la Constitución 
Política de la República, esto es, la autonomía universitaria en base a la propia autonomía de los cuer-
pos intermedios, entendida como la necesaria libertad para organizarse del modo que estimen más 
conveniente sus miembros, decidir sus propios actos y la forma de administrar la entidad, y fijarse 
los objetivos o fines que desean alcanzar, por sí mismos y sin injerencia en todo ello de personas o 
autoridades ajenas a la entidad, asociación o grupo, y por consiguiente constituye además un atentado 
a la libertad de enseñanza, conformada por el derecho de abrir, organizar y mantener establecimientos 
educacionales, en los términos que resguarda y ampara el artículo 19 N° 11 de la Constitución Política 
de la República”.

86	 También, señala el Tribunal Constitucional, el requerimiento hace una referencia errada a la vulnera-
ción del artículo 19 N° 4, cuando la referencia debiera ser al artículo 19 N° 5.

87	 “No advertimos de qué modo levantar un acta, hacer un informe, rendir cuentas, pedir la aprobación 
de un plan o de los informes presentados pueda afectar la autonomía o la libertad de enseñanza. Estas 
reglas no son una autolimitación, sino que mandatos de hacer que establece el legislador”. Ibíd., con-
siderando 146°.

88	 Tribunal Constitucional, Rol N° 1363-2009, sentencia de fecha 28 de julio de 2009, considerando 15°.
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Por otra parte, tampoco se vulnera la autonomía de la institución como 
grupo intermedio, ya que la autonomía que la Constitución garantiza no pue-
de sino ser la “adecuada” para el desarrollo del proyecto educativo y no una 
que permita el fracaso del mismo. De esta forma, lo que hace el administra-
dor provisional es ayudar a la institución de educación superior, subsanando 
las deficiencias en la gestión de la entidad para “salvarla ante la incapacidad 
de los actuales gestores de llevar a cabo su gestión”89.

5.8. Octava impugnación
A continuación se impugna el artículo 11, que regula la eventual reestructu-
ración de la institución de educación superior que puede proponer el admi-
nistrador provisional, dentro del plan de administración provisional. Según 
los requirentes, en los mismos términos que respecto a lo que sucedía con 
el artículo 10, el artículo 11 del proyecto de ley afectaría la autonomía de los 
grupos intermedios –pues un tercero externo a la institución vendría a tomar 
medidas sobre su marcha interna– así como también la libertad de enseñan-
za, ya que se vería interferida la facultad de organizar el establecimiento.

Deteniéndose a explicar cuáles son los requisitos que exige el proyecto de 
ley para implementar la medida de reestructuración, el Tribunal Constitucio-
nal explica que el plan tiene garantías suficientes y límites: los fines específicos 
del plantel, el modelo educativo, los planes y los programas. A continuación, 
procede a rechazar las alegaciones de inconstitucionalidad de la autonomía y 
la libertad de enseñanza con, a mi juicio, la mejor argumentación que contie-
ne la sentencia respecto a estas garantías.

Según el Tribunal Constitucional, no corresponde invocar la autonomía 
de los grupos intermedios, porque ésta ya se hizo inconciliable con el dere-
cho a la educación. Si bien la Constitución garantiza la autonomía de dichos 
grupos para que puedan perseguir sus fines específicos, cuando la men-
cionada autonomía se hace inconciliable con el fin principal de las institu-
ciones de educación superior, “que es satisfacer el derecho a la educación, la 
autonomía decae, pues ésta es sólo ‘la adecuada’”. De esta forma, el Tribu-
nal Constitucional señala que “el proyecto crea el administrador provisional 
para resguardar el derecho a la educación de los estudiantes, asegurando la con-
tinuidad de sus estudios”90. En el mismo sentido anterior, el Tribunal Cons-

89	 Tribunal Constitucional, Rol 2731-14, op.cit., considerando 149°.

90	 Ibíd., considerando 161°.
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titucional señala que “tampoco puede invocarse la libertad de enseñanza, ya 
que este derecho  no es un fin en sí mismo, sino que está concebido para dar 
cauce al derecho a la educación [...] Dicho derecho a la educación exige que el 
Estado cuente con los instrumentos destinados a garantizar su ‘desarrollo y 
perfeccionamiento’”91.

Por eso, la libertad de enseñanza no es inmune a las regulaciones que 
disponga el legislador, que tienen como fin último hacer conciliable dicha 
libertad con el derecho a la educación.

5.9. Novena impugnación
Los requirentes impugnan el artículo 13, que establece las atribuciones y fa-
cultades del administrador provisional92. Entre ellas cuestionaron principal-
mente, la de asumir la representación legal de la institución de educación 
superior y todas aquellas facultades que la ley y los respectivos estatutos o 
escritura social le confieran a cualquier autoridad unipersonal o colegiada que 
desempeñe funciones directivas93. La entrega de dichas facultades, según los 
requirentes, resulta “abiertamente expropiatorio(a)” y constituiría un grave 
atentado contra el derecho de propiedad, así como también de la autonomía 
universitaria y la libertad de enseñanza.

Nuevamente, el Tribunal Constitucional hace una extensa y detallada expli-
cación relativa a lo que, según la referida disposición, ocurre después de ser 
designado el administrador provisional: el desplazamiento del titular de la ad-
ministración y la asunción por parte del administrador de una serie de facul-
tades de administración, con sus correspondientes límites, considerando que 
las potestades del administrador provisional se despliegan, preferentemente, 

91	 Ibíd., considerando 162°.

92	 El artículo 13 del proyecto de ley, que establece las atribuciones y facultades del administrador provisio-
nal, se vincula con los artículos 4° y 6° del proyecto que regulan, básicamente, las condiciones que han 
de concurrir para su nombramiento.

93	 Como señala el Tribunal Constitucional, el artículo 13 del proyecto de ley aborda cuatro tipos de ma-
terias. Primero, el desplazamiento de la administración natural de los directivos de las instituciones 
de educación superior por el administrador provisional. En segundo lugar, la identificación de las 
facultades específicas de intervención que tendrá el administrador provisional, las que incluyen, entre 
otras, ejercer toda acción destinada a garantizar el interés público asociado a la continuidad de los 
estudios de los estudiantes y a la recuperación de los recursos que, en vulneración de la ley, no hayan 
sido reinvertidos en las instituciones de educación superior. En tercer lugar, especifica los límites de 
esa administración respecto del proyecto educativo: el administrador provisional no puede alterar el 
modelo educativo, ni los planes y programas de la institución, y que tanto sus honorarios como las 
acciones que ejecute como administrador serán de cargo de la entidad sujeta a dicha medida. Y final-
mente, en cuarto lugar, contempla algunas dimensiones financieras para limitar los aportes estatales 
extraordinarios a una institución educativa en crisis. Ibíd., considerando 165°.
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en las esferas económica y administrativa. También tiene ciertas atribuciones 
en la esfera académica, pero hay una que según la ley no puede ejercer: “No 
podrá alterar el modelo educativo ni los planes y programas de la institución 
de educación superior sujeta a la medida” (artículo 13 del proyecto de ley). De 
esta forma, el Tribunal Constitucional señala que las facultades del adminis-
trador provisional, que el proyecto de ley contempla, “ponen de relieve que 
la esencia de la autonomía reside en el modelo educativo y los programas 
coherentes con el mismo”94, queriendo así enfatizar, pero sin hacerlo explí-
citamente, que la dimensión relevante de la autonomía universitaria (frente a 
la cual los particulares tienen más resguardos) más que la administrativa o la 
económica, es la académica.

En la argumentación, que realiza a continuación el Tribunal Consti-
tucional, aparece de nuevo el derecho a la educación. La administración 
provisional se funda en expresas consideraciones de “interés público”, ya 
que mientras la intervención sobre la administración de la institución de 
educación superior tiene por objeto preservarla hacia el futuro para los 
titulares originales del proyecto educativo, la “ausencia de intervención 
es sinónimo de pérdida del ejercicio del derecho a la educación de los 
estudiantes”95. Con una argumentación similar a lo que podría ser el 
resultado de un ejercicio de ponderación entre la autonomía y la libertad 
de enseñanza de las instituciones de educación superior, por una parte, 
y el derecho a la educación, por la otra, el Tribunal Constitucional afirma 
que:

“El sacrificio que demanda para los administradores y controladores de la 
institución es infinitamente menor que la satisfacción del derecho legítimo 
que tienen los estudiantes a alcanzar sus títulos profesionales, que se ve 
frustrado por causas ajenas a su voluntad. Para unos, hay limitación, y 
para otros, privación de derechos. Este es un conflicto que exige una pon-
derada restricción de las facultades de administración, justamente para 
salvaguardar el modelo educativo que se ha planteado cada institución 
y sus programas y carreras que lo ejecutan”96.

94	 Ibíd., considerando 175°.

95	 Ibíd., considerando 179°.

96	 Ibíd.
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Por lo tanto, según el Tribunal Constitucional

“es perfectamente constitucional este desplazamiento de la administra-
ción y entraña una intervención reducida en relación a la satisfacción de un 
interés público manifiesto, como es el ejercicio del derecho a la educación 
de los estudiantes que ingresaron a una institución de estudios, que 
contaba con el reconocimiento oficial del Estado”97.

De esta forma y dado que según el Tribunal Constitucional “el desplaza-
miento del administrador original tiene un fundamento de interés público en 
la preservación del modelo educativo de la entidad respectiva y en la garantía 
de satisfacción del derecho a la educación de los estudiantes”, no existe razón 
para objetar el artículo 13 del proyecto de ley.

5.10. Décima impugnación
Se impugna el artículo 17, que aborda, básicamente, la suspensión e inhabili-
dad de los administradores y propietarios de la institución para administrarla, 
mientras está en funciones el administrador provisional. Pero, los requirentes 
nuevamente no precisan qué parte de la disposición específicamente impug-
nan. Como señala el Tribunal Constitucional “los requirentes, sin fundamen-
tación que discrimine al interior del artículo 17, objetado, ennegrecen su inci-
so primero, realzando que el cuestionamiento se centra en la suspensión en 
sus funciones de cualquier autoridad unipersonal o colegiada que desempeñe 
funciones directivas en la institución de educación superior”98.

Según los requirentes, dicha disposición (o bien una parte de ella) es abier-
tamente inconstitucional, en la medida en que no solo afecta la autonomía 
universitaria y la libertad de enseñanza, sino que también el derecho de pro-
piedad, ya que, como sucede con el artículo 13 del proyecto,

“estamos frente a una facultad amplísima y limitante del derecho de 
propiedad al permitir que el administrador provisional de las institucio-
nes de educación superior asuma con plenos poderes el gobierno y la 
administración de dicha institución, correspondiéndole, en consecuen-
cia, la representación legal y todas aquellas facultades que la ley y los 

97	 Ibíd.

98	 Ibíd., considerando 183°.
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respectivos estatutos o escritura social, según corresponda, le confieren 
a cualquier autoridad unipersonal o colegiada que desempeñe funcio-
nes directivas”99.

El Tribunal Constitucional señala que los argumentos ya dados para recha-
zar la impugnación del artículo 13 han de entenderse replicados respecto del 
artículo 17, agregando que las instituciones de educación superior son organi-
zaciones complejas: los derechos de los distintos miembros no son unívocos 
y de hecho “normalmente puede haber derechos contrapuestos”, como por 
ejemplo,

“los derechos de los propietarios pueden diferenciarse de los de quienes 
administran y gobiernan la institución de educación superior, pueden 
ser distintos a los de aquellos que realizan labores docentes y adminis-
trativas y, esencialmente, pueden ser contrarios a los derechos de los que 
justifican la existencia de estas instituciones, que son los propios alumnos”100.

Por eso, para que los intereses contrapuestos no se acrecienten con las 
crisis que pueden vivir estas instituciones, y primen unos en desmedro de los 
otros, viéndose afectados de esta forma los derechos de los estudiantes por las 
decisiones que tomen quienes administran y gobiernan, es que

“es constitucional suspender e inhabilitar la administración original, 
con el objeto de preservar las condiciones materiales esenciales que 
permitan darle continuidad al proyecto educativo y garantizar uno de 
los propósitos relevantes del reconocimiento estatal: la obtención de 
un título profesional. Por tanto, no hay reproche de constitucionalidad 
atendible al artículo 17 del proyecto de ley”101.

5.11. Onceava impugnación
Finalmente, los requirentes impugnan el artículo 20, que trata sobre el nom-
bramiento del administrador de cierre de una institución de educación supe-
rior y de sus facultades, las que tienen por finalidad, básicamente, dar inicio 

99	 Ibíd. considerando 198°.

100	Ibíd., considerando 33° y 190°.

101	 Ibíd., considerando 193°.
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a un procedimiento de revocación del reconocimiento oficial de la respectiva 
institución102. Según los requirentes, con esta disposición, nuevamente y en 
los mismos términos, se afecta el derecho de propiedad, la autonomía y la 
libertad de enseñanza.

En este sentido el Tribunal Constitucional señala que no corresponde ex-
tender los mismos cuestionamientos, relativos al administrador provisional, 
al administrador de cierre, porque se trata de dos instituciones diferentes, 
que tienen atribuciones diversas, cuyo objetivo es distinto. En efecto, según 
el Tribunal

“los requirentes cuestionan, inadvertidamente, las facultades del admi-
nistrador de cierre de una institución de educación superior, como si se 
tratase de un administrador provisional, en circunstancias que media 
entre uno y otro caso la decisión pública de revocar el reconocimiento 
oficial a dicha institución”103.

Por eso, si se trata del administrador de cierre, lo que corresponde es más 
bien analizar la constitucionalidad de la revocación del reconocimiento ofi-
cial. Ahora, para el Tribunal Constitucional

“resulta evidente que la posibilidad jurídica de revocar el reconocimien-
to oficial deriva directamente de la expresión regulatoria que la Cons-
titución mandata para el establecimiento de los requisitos mínimos de 
funcionamiento por nivel de enseñanza. De esta manera, no puede con-
cebirse como inconstitucional esa facultad ni menos la que se deriva de la 
administración de cierre de un proceso ordenado de revocación”104.

102	Como señala el Tribunal Constitucional, se trata de una medida de ultima ratio, el inicio del proce-
dimiento de revocación del reconocimiento oficial de una institución de educación superior cuando 
se verifique alguno de los siguientes supuestos: (i) cuando, terminada la gestión del administrador 
provisional, no hubiere sido posible subsanar los problemas o deficiencias que dieron origen a su 
nombramiento, por causas no imputables a su gestión; (ii) cuando se ha dictado resolución de liquida-
ción de la respectiva institución o su entidad organizadora, conforme a la Ley N° 20.720; (iii) cuando 
la institución ha incurrido en alguna de las causales establecidas en los artículos 64, 74 y 81 de la 
Ley General de Educación, los cuales establecen las causales para la cancelación de la personalidad 
jurídica y revocación del reconocimiento oficial de universidades, institutos profesionales y centros 
de formación técnica, respectivamente; y (iv) cuando el administrador provisional, durante su gestión, 
informa al Ministerio de Educación respecto de la inviabilidad de subsanar problemas o deficiencias 
que originaron su designación.

103	Ibíd., considerando 200°.

104	Ibíd.



255ANUARIO DE DERECHO PÚBLICO UDP

De esta forma, entonces, lo que hace el artículo 20 del proyecto, con el ad-
ministrador de cierre, es perfeccionar la figura que ya existía de la revocación 
oficial, puesto que le exige al Estado hacerse cargo seriamente del derecho 
a la educación de los estudiantes que ven imposibilitadas su permanencia, 
progresión y titulación universitaria, frente a una crisis tan grave que ha de 
terminar en el futuro con la personalidad jurídica de la institución105. Para 
esto, el administrador de cierre tiene un conjunto de prerrogativas orientadas 
a satisfacer este derecho, las cuales están establecidas en los artículos 21, 22, 
23 y 24 siguientes, que entre otras cosas, facultan al administrador a estable-
cer un plan con medidas para “asegurar la continuidad del servicio educativo” 
y para reubicar a los estudiantes en otras instituciones de educación superior 
(con la mantención de beneficios y ayudas estatales), etc.

6. Opinión personal
Como se decía al inicio, sin duda alguna, la sentencia en comento es una de 
las más importantes que ha dictado el Tribunal Constitucional, por el rechazo 
absoluto que hace a cada una de las impugnaciones de los requirentes, por 
las afirmaciones que hace respecto a la libertad de enseñanza y el derecho a 
la educación y por la importancia política que puede llegar a tener para el pro-
yecto de ley que se discute sobre educación escolar106 y los futuros proyectos 
que el gobierno actual pretende enviar al Congreso para reformar el sistema 
de educación superior107.

Sin embargo, falta en la sentencia cierta fuerza argumentativa en relación 
al sentido y contenido de los derechos constitucionales impugnados. La sen-
tencia tiene mucha información y bastantes “argumentaciones”, pero menos 
desarrollo dogmático en cuanto a derechos108.

Esto sucede, en primer lugar, con la libertad de enseñanza. Si bien hay en 
la sentencia muchas afirmaciones notables, que serán tomadas y citadas a la 

105	Según el Tribunal Constitucional, “esta facultad ya estaba contenida en una de las atribuciones que 
tiene el Consejo Nacional de Educación y que consiste en el deber de acompañamiento de los procesos 
de cierre de una institución ‘velando especialmente por la continuidad de estudios de los alumnos 
matriculados (artículo 87, literal f), de la Ley N° 20.370)”. Ibíd., considerando 203°.

106	Boletín 9366-04, del proyecto de ley que “regula la admisión de los y las estudiantes, elimina el finan-
ciamiento compartido y prohíbe el lucro en establecimientos educacionales que reciben aportes del 
Estado”.

107	Así lo señala el Programa de Gobierno de Michel Bachelet 2014-2017.

108	Es interesante como el voto de mayoría redacta su argumentación como si estuviese dando una opi-
nión personal: la frase “no que se vulnere la Constitución”, se reitera en muchos considerandos a lo 
largo de la sentencia.
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hora de respaldar argumentos y posiciones jurídico-constitucionales, se hace 
difícil entender cuál es para el Tribunal Constitucional su contenido y cuál 
es su relación con el derecho a la educación. Podría pensarse que el Tribunal 
Constitucional realiza una especie de ponderación entre ambos derechos, que 
se restringirían mutuamente. No obstante, aunque el Tribunal Constitucional 
nunca es explícito en esto, a mi juicio lo que hace es más bien determinar 
los límites de la libertad de enseñanza, no dar razones de por qué ha de ser 
restringida en pos del derecho a la educación. Lo que subyace al tratamiento 
de la libertad de enseñanza es entonces (i) una interpretación de la misma 
a la luz del derecho a la educación; (ii) una delimitación de su contenido y 
finalmente, (iii) mostrar que requiere de configuración legislativa. Eso es, a 
mi juicio, lo que ha de hacer el Tribunal Constitucional en esta ocasión. Y lo 
hace, pero de manera poco sistemática y sin distinguir si está haciendo lo uno 
o lo otro, o incluso si está llevando a cabo una labor de ponderación entre la 
libertad de enseñanza y el derecho a la educación. En mi opinión no hay en la 
sentencia ponderación entre ambos derechos: no se trata de que el derecho a 
la educación restrinja el derecho a la libertad de enseñanza, porque el primero 
ha de  primar frente al  segundo en determinadas circunstancias, sino que 
más bien la libertad de enseñanza ha de entenderse (y configurarse) a la luz 
del derecho a la educación109. Esto significa que la libertad de enseñanza está  
ordenada a un fin, que es  la realización del derecho a la educación de “todas 
las personas”. Se trata, en consecuencia, no de una libertad cualquiera, sino 
que de una libertad teleológicamente orientada. Pese a que no desarrolla este 
punto, a mi juicio es así como entiende el Tribunal Constitucional la relación 
entre ambos derechos, cuando, por ejemplo, señala que

“tampoco puede invocarse la libertad de enseñanza. Esta no es un fin 
en sí misma. Ella está concebida para dar cauce al derecho a la educa-
ción[...]. Dicho derecho a la educación exige que el Estado tenga los ins-
trumentos destinados a garantizar su ‘desarrollo y perfeccionamiento’. 

109	Fernando Atria, haciendo una interpretación de la libertad de enseñanza, señala que su verdadero sen-
tido es que la libertad de enseñanza importa “para ampliar la libertad real de todos de elegir, para que 
cada uno pueda decidir cuál es la mejor educación para sus hijos”. Atria, Fernando, La mala educación, 
(Catalonia), 2012, p 100.

	 Así, la libertad de enseñanza hace posible la libertad de elegir de los padres, porque permite a los 
particulares establecer proyectos educativos diferenciados de los estatales. Esto es, por lo demás, ple-
namente coherente con el artículo 19 N° 11 de la Constitución, el que junto con consagrar la libertad de 
enseñanza, señala en seguida, en su inciso 4°, que “los padres tienen el derecho de escoger el estable-
cimiento de enseñanza para sus hijos”.
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Tampoco la libertad de enseñanza está al margen de las regulaciones 
que puede imponer el legislador, que la hagan posible y conciliable con 
dicho derecho a la educación”110.

Por otra parte, de acuerdo a la Constitución, la libertad de enseñanza, 
como todo derecho, tiene límites internos: “la moral, las buenas costumbres, 
el orden público y la seguridad nacional”. Bajo esta delimitación constitucio-
nal se hace evidente cómo una crisis al interior de una institución educativa, 
que amenaza con su término, afecta gravemente el orden público. En este 
sentido, no forma parte de la libertad de enseñanza una libertad que afecte 
masivamente los derechos de los estudiantes, sin que ellos hayan tenido res-
ponsabilidad alguna en dicha afectación.

En cuanto al derecho de propiedad, cabe señalar que el desarrollo que el 
Tribunal Constitucional hace sobre el mismo es breve, como si no estuviera 
seguro sobre qué decir al respecto. Efectivamente, si bien el Tribunal Consti-
tucional rechaza la impugnación de los requirentes de que la intervención del 
administrador provisional sería una expropiación regulatoria, solo hace una 
referencia breve a la función social de la propiedad, señalando que “cuando 
hay una función pública envuelta en una actividad afecta a la limitación al 
dominio, hay una justificación de la función social que la funda”111.

El Tribunal Constitucional, no desarrolla mayormente el argumento de la 
función social de la propiedad como un tipo de intervención legislativa no 
expropiatoria. Da la sensación de que el Tribunal por un lado no quiere negar 
el alcance de la garantía de la propiedad privada a las instituciones de educa-
ción superior, pero por otro, evade tematizar por qué han de ser alcanzadas 
(en especial, por qué ha de tocar a las universidades, que se constituyen como 
fundaciones, es decir, como personas jurídicas sin fines de lucro) y cuáles 
son las consecuencias que se desprenden de la aplicación de dicha garantía. 
En alguna medida, podría sostenerse que el Tribunal Constitucional preten-
de quitarle relevancia a la apelación al derecho de propiedad que alegan los 
requirentes.

Respecto a la autonomía de las instituciones de educación superior, el Tri-
bunal Constitucional no explica ni desarrolla cuál es su contenido (aunque sí  
sus límites, los cuales serían más claros si es que previamente explicara qué 

110	 Tribunal Constitucional, Rol 2731-14, op.cit., considerando 162°.

111	 Ibíd., considerando 308°.
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es lo que la autonomía universitaria protege). La autonomía de los grupos 
intermedios y en especial, la autonomía de las universidades, no debe ser 
entendida como la posibilidad de que el dueño pueda hacer lo que se le anto-
je, porque la autonomía es de la universidad, o de la institución de educación 
superior, y no del dueño. Es la autonomía la que permite a los cuerpos inter-
medios perseguir sus propios fines y en el caso de las universidades, poder 
perseguir los objetivos propios que ellas tienen. En este sentido, la autonomía 
de las instituciones de educación superior que los requirentes reclaman no 
tiene por objeto permitir cualquier conducta de sus directivos o administra-
dores, porque dichas instituciones no están al arbitrio de ellos (por ejemplo, 
no pueden cerrarlas como si se tratara de una peluquería). De hecho, es la au-
tonomía la que las protege de intervenciones que podrían estar orientadas por  
fines ajenos a los propiamente educativos. En alguna medida, esto se expresa 
de manera relevante cuando el Tribunal Constitucional señala que la esencia 
de la autonomía reside en la capacidad de desarrollar proyectos educativos112, más 
que en la libertad para decidir sobre cuestiones administrativas y económicas. 
Estas últimas estarían subordinadas a las decisiones académicas, que son las 
que caracterizarían los fines de las instituciones educativas.

Finalmente, respecto de las leyes orgánicas constitucionales y de su ex-
tensión (a materias que la Constitución no señala expresamente como de di-
cho quórum), falta a mi juicio el argumento principal que ha de sustentar el 
rechazo del Tribunal Constitucional a considerar la totalidad del proyecto de 
ley como materia de quórum orgánico constitucional. Como se ha visto, el re-
querimiento pretende hacer una interpretación amplísima del inciso final del 
artículo 19 N° 11, con el objeto de elevar el quórum de aprobación del proyecto 
a uno superior al quórum de mayoría simple. Los requirentes se sujetan a la 
doctrina de los elementos complementarios indispensables, señalando que 
“todas aquellas materias o normas que constituyen elementos complementa-
rios indispensables son de rango orgánico constitucional”113.

Como se sabe, las leyes orgánicas constitucionales exigen un quórum de 
aprobación de 4/7 de los diputados y senadores en ejercicio. La exigencia de 
ese quórum para ciertas materias que la Constitución establece, es evidente-
mente problemático a la luz del principio de mayoría114, y es uno de los encla-

112	 Ibíd., considerando 175°.

113	 Ibíd., Requerimiento, fojas 3.

114	 Como señala magistralmente el constitucionalista alemán Ernst Wolfgang Böckenforde, el principio 
de la mayoría “no es para la democracia una mera solución técnica de necesidad, en el sentido de que 
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ves anti-democráticos que la Constitución vigente contempla115. La razón es 
simple: dicho quórum no permite que el pueblo se exprese institucionalmen-
te, porque otorga un poder de veto a la minoría que se opone (en los hechos, 
a la derecha). Sobre esta base, el principio democrático exige que la interpre-
tación de las materias objeto de leyes orgánicas constitucionales sea estricta. 
Por eso, si bien el Tribunal Constitucional afirma que “las leyes orgánicas son 
de interpretación restrictiva”116, no explica por qué la Constitución exige que 
así sea. A mi juicio el principio democrático, consagrado en el artículo 4 de 
la Constitución, es el fundamento último del rechazo a una interpretación 
extensiva de dichas materias, toda vez que si se expande el campo de las leyes 
orgánicas constitucionales, aumenta la anomalía democrática que envuelve 
un quórum contra-mayoritario.

Como bien explica Lucas Sierra, el Tribunal Constitucional ha pasado por 
períodos contenidos y períodos más expansivos. En los períodos expansivos, 
problemáticos a la luz del principio democrático, el Tribunal Constitucional 
diseñó la siguiente fórmula: las leyes orgánicas constitucionales han de regu-
lar tanto el “contenido imprescindible” como los elementos “complementa-
rios indispensables” de las materias mencionadas en la Constitución, es decir, 
“no sólo el núcleo de estas materias (su “contenido imprescindible”), sino 
también su periferia (sus elementos “complementarios indispensables”)”117. 
El Tribunal Constitucional afirma, en la sentencia en comento, que tales leyes 

de otra forma no se podría llegar a ninguna decisión, sino que es algo que se adecúa a ella de forma 
estructural”. Böckenforde, Ernst Wolfgang, Estudios sobre el Estado de Derecho y la Democracia, (Editorial 
Trotta) 2000, p. 92. Inmediatamente a continuación, en un párrafo que merece ser transcrito en toda 
su extensión, Böckenforde señala: “El que la decisión de la mayoría sea una necesidad interna para la 
democracia resulta tanto del principio de la libertad y de la autodeterminación como del principio de la 
igualdad democrática. Si la libertad democrática de participación tiene que valer para todos los ciuda-
danos, y no solo para unos pocos, entonces para establecer un determinado contenido del ordenamien-
to vigente resulta necesario al menos, y justamente, el asentimiento de la mayoría. Si se exigiera menos 
se perjudicaría a quienes se oponen a ese contenido, y si se exigiera más se perjudicaría a quienes lo 
respaldan. Y lo mismo se exige desde la igualdad. Si todos los ciudadanos han de disponer de los mis-
mos derechos políticos de participación, para que tengan también las mismas oportunidades de influir 
políticamente, toda opinión política tiene que ser pesada como igual. Ninguna diferenciación cualitativa, 
ya sea en base a la intensidad de la participación en el proceso político democrático o en base a la vieja 
distinción del Derecho canónico entre la pars sanior y la pars maior, se sostiene aquí. Partiendo de la 
igualdad democrática, los votos -considerados desde una perspectiva jurídica- solo pueden ser contados, no 
ponderados”. Böckenforde, Ernst Wolfgang, Estudios sobre el Estado de Derecho y la Democracia, (Editorial 
Trotta), 2000, pp. 92-93.

115	 Véase Atria, La Constitución Tramposa, (LOM), 2013, pp. 46-51. 

116	 Tribunal Constitucional, Rol 2731-14, sentencia de fecha 26 de noviembre de 2014, considerando 62°.

117	 Sierra, Lucas y MacClure Lucas, Frente a las mayorías: leyes supramayoritarias y tribunal constitucio-
nal en Chile. Consorcio de Centros de Estudios en el marco del proyecto Auditoría a la Democracia del 
PNUD Gobierno de Chile y PNUD, 2011, p. 38.
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“sólo deben abordar lo esencial de una regulación”118, y por supuesto, está en 
lo correcto, pero no señala, expresamente, que es el principio democrático la 
razón que justifica tal autolimitación interpretativa.

118	 Tribunal Constitucional, Rol 2731-14, op.cit., considerando 62°.


